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Resumen 
 
En la línea de la protección y salvaguarda de los derechos humanos en el mundo, en los últimos 
años han surgido nuevas tendencias que buscan de una manera real y efectiva conceder garantías 
a las víctimas para que logren superar las condiciones producidas por las violaciones a sus 
derechos fundamentales. Con base en esta idea, en el sistema Interamericano de Protección de 
los Derechos Humanos se ha venido incursionando en un fenómeno jurídico denominado, la 
reparación transformadora. La reparación transformadora busca, en esencia, erradicar todo 
vestigio producido por la “victimización” concediendo garantías a las víctimas de graves 
violaciones de derechos humanos para que puedan gozar de condiciones de vida mejores a las 
anteriores incluso a la victimización, a su vez, se busca optimizar los sistemas democráticos de 
las naciones. La transición de la reparación integral a la transformadora ha generado que los 
Estados la acojan e implementen dentro de sus sistemas legales internos con el fin de ofrecer 
mejores garantías de protección de los derechos humanos. La incidencia de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos en este asunto ha provocado que los Estados 
latinoamericanos tomen conciencia al respecto y adopten medidas tendientes a suprimir los 
residuos de las violaciones producidas. 
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Abstract 
 
In line with the protection and safeguard of human rights in the world, in recent years new trends 
have emerged that seek in a real and effective way to grant guarantees to victims to overcome the 
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conditions caused by violations of their fundamental rights. Thus, in the Inter-American System 
for the Protection of Human Rights, a legal phenomenon called transformative reparation has 
been introduced. Transformative reparation seeks, in essence, to eradicate all traces produced by 
"victimization" by granting guarantees to victims of serious human rights violations so that they 
can enjoy better living conditions, in turn, trying to optimize the democratic systems of nations. 
The transition from integral reparation to the transformer has generated that the States accept and 
implement it within their internal legal systems in order to offer better guarantees of protection 
of human rights. The incidence of the Inter-American Court of Human Rights in this matter has 
caused that the Latin American States take conscience on the matter and adopt measures tending 
to suppress the residues of the violations produced. 
 
Keywords: Human Rights, victimization, Inter-American System for the Protection of Human 
Rights, Transformative Reparation, Democratic Systems, Integral Reparation, Protection 
Guarantees. 
 
1. Introducción 
 
En virtud de los cambios surgidos relacionados con la protección de los derechos humanos, se 
han generado discusiones alrededor del tema de la reparación. En principio, la teoría clásica de la 
reparación integral implicó la búsqueda y materialización de la justicia. Hoy en día, se observa 
que esta teoría es insuficiente al momento de aplicarla en los casos de violaciones de derechos 
humanos. La reparación integral observada como principio, tiene por objetivo la apreciación 
concreta de todos los  perjuicios que refleje la magnitud de las consecuencias del hecho dañoso, 
así una vez percibido el alcance económico que busca restaurar los daños físicos, la víctima goza 
de una indemnización. Sin embargo, en ocasión de reparar los daños ocasionados de índole 
moral, el principio de reparación integral se observa reprimido, porque estos daños, aunque 
valorados pecuniariamente, son imposibles de reponer. Cierto es que, los vestigios de la 
victimización en los afectados causa serios conflictos a nivel social, conflictos que difícilmente 
se pueden solucionar a través de las medidas de reparación integral. Por tal motivo, en materia de 
derechos humanos el concepto de la teoría de la reparación integral no es adecuadamente 
suficiente, porque los conflictos de la victimización más que económicos, son de tipo social.  
 
Conviene observar que una vez reparada la víctima, el proceso no termina, pues la victimización 
continúa siendo un problema personal y social de la víctima. Los efectos de la violencia 
subsisten hasta tanto el Estado no ofrezca garantías a las víctimas para suprimir su condición, es 
decir, garantizándoles inclusión e igualdad social, mejores condiciones de vida y de subsistencia, 
garantías de no repetición y protección, etc. En contexto del conflicto armado en Colombia, la 
teoría de la reparación transformadora surge como un modelo esencial aplicable a los casos de 
graves violaciones de derechos humanos. A partir del enfoque restitutivo de la reparación 
integral surge la alternativa de la justicia distributiva inspiradora de la reparación 
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transformadora. La reparación transformadora serviría de marco para la evaluación de las 
garantías que el Estado debe ofrecerles a las víctimas buscando enfrentar el sufrimiento 
ocasionado por los hechos atroces, a fin de superar las condiciones de exclusión y desigualdad 
producidas por la violencia.  
 
En el marco de la justicia restaurativa, los Estados deben ofrecer verdaderas garantías y 
mecanismos tendientes a reparar las condiciones de vida de las víctimas de violaciones de 
derechos humanos para afirmar el cumplimiento de las decisiones emitidas por los órganos 
internacionales que buscan asegurar un orden jurídico internacional justo. Dentro del sistema 
interamericano de derechos humanos existen muchos mecanismos que buscan impulsar el 
alcance de las normas jurídicas protectoras de derechos humanos, como la Convención 
Americana de Derechos Humanos o “Pacto de San José”. De esta manera, organismos como la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos también han transformado su línea de pensamiento 
jurisprudencial para adaptarse a un enfoque mucho más garantista. La importancia de la 
reparación transformadora se evidencia en la urgente necesidad de adoptar medidas idóneas que 
frenen las constantes violaciones de derechos humanos en los Estados donde se viven conflictos 
internos. Dicho lo anterior, también se evidencia el papel de la víctima que ha jugado 
importancia en el marco del sistema interamericano de derechos humanos, en donde ha logrado 
apelar directamente la protección de sus derechos ante la Comisión Interamericana y la Corte 
Interamericana de Derechos humanos, desfigurándose la relación jurídica meramente estatal 
nacida en los tratados y convenciones internacionales. 
 
La imperatividad de las normas jurídicas internacionales desarrolladas en materia de derechos 
humanos ha concebido el surgimiento de una nueva etapa en curso de las reparaciones a las 
víctimas. El propósito final y vinculante a ella, se origina en la preocupación de los pueblos por 
los efectos de la violencia generalizada causada por la negligencia y arbitrariedad de algunos. 
Los delitos internacionales han producido que los sistemas legales de los Estados días tras día se 
debiliten más logrando que la impunidad perdure y que las víctimas aumenten.  
 
En ese orden de ideas, mediante esta investigación científica se busca conocer cómo ha surgido 
esta etapa de nacimiento y desarrollo de la reparación transformadora, tomando sus inicios en el 
sistema interamericano de protección de derechos humanos y llevándolo al caso colombiano 
aplicado a las víctimas del conflicto armado. Asimismo, se busca conocer desde qué época se 
empezó a dar preponderancia al papel de la víctima en los procesos contenciosos llevados por la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos, cuando antes las relaciones jurídico-procesales eran 
únicamente entre Estados, igualmente, se busca analizar el porqué de este cambio, por qué se 
generó y cuál fue el momento cumbre o la sentencia “hito” que dio origen a este cambio. 
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2. Marco Normativo Internacional de Protección de Derechos Humanos en Colombia 
 
El tema que gira en torno a la protección integral de los derechos humanos ha sido uno de las 
constantes preocupaciones en el ámbito de las naciones americanas; sin embargo, no fue sino 
hasta que, en 1948 en la novena conferencia internacional de los Estados americanos, se logró 
concretar una iniciativa general sobre el tema de los derechos humanos. En este evento surgieron 
valorables ideas que dieron como resultado la creación de la Carta de la Organización de los 
Estados Americanos y la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, sendos 
instrumentos medulares del sistema interamericano. La Carta de la OEA fue el motor 
indispensable para crear una organización internacional constituida por los Estados Americanos 
y desarrollada al interior de las Naciones Unidas como un organismo regional.  
 
Cierto es que, en cumplimiento de las obligaciones suscritas, a través de tratados y convenciones, 
los Estados deben asegurar la garantía y optimización de sus normas a fin de ofrecer medidas 
reales y eficaces dirigidas a efectivizar la justicia integral y a prevenir la comisión de violaciones 
graves que menoscaban los derechos de sus integrantes.  Por esa razón, en el año 1969 se celebró 
la Conferencia Especializada Interamericana sobre Derechos Humanos teniendo como sede 
principal, la ciudad de San José, en Costa Rica. Teniendo la voluntad y la necesidad de aplicar 
instrumentos de protección, los delegados de los Estados Miembros de la Organización de los 
Estados Americanos redactaron la Convención Americana de Derechos Humanos entrando en 
vigor el día 18 de julio de 1978.  Siendo miembro de la Organización de los Estados 
Americanos, Colombia reconoció, ratificó y aplicó dicha Convención el día 28 de mayo de 1973 
con el fin de asegurar la protección de los derechos esenciales del hombre en su territorio 
nacional. Bajo esta perspectiva, Colombia reconoce y se ajusta a los lineamientos 
jurisprudenciales y convencionales definidos por los órganos competentes para conocer de las 
violaciones a los derechos humanos: la Comisión Interamericana de Derechos Humanos y la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos. Ambos organismos internacionales gozan de 
primacía en el Estado, a tal medida que sus decisiones judiciales son vinculantes y de obligatoria 
observancia, esencialmente cuando por más de medio siglo, Colombia ha sido fuertemente 
golpeada por el conflicto armado.  
 
Frente a los constantes ataques violentos sufridos a lo largo y ancho del país, el Estado se vio 
obligado a adoptar medidas entre otras de tipo legislativo, para controlar el orden público y 
contrarrestar el control armado ejercido por las guerrillas; sin embargo, muchas de las leyes 
promulgadas por el gobierno nacional se interpretaron de manera equivocada originando nuevos 
grupos armados ilegales. Para la década de los años 90, estos grupos se consolidaron y formaron 
una organización denominada Autodefensas Unidas de Colombia, o por sus siglas AUC, la cual 
fue estructurada en bloques tanto urbanos como rurales. Esta organización delictiva tenía como 
propósito actuar en contra de la guerrilla, no teniendo previsto que los propios agentes del Estado 
se verían involucrados con estos grupos ilegales (Caso Masacre de Mapiripán vs. Colombia, 
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2005) (Caso Masacres de Ituango vs. Colombia, 2006). Empero, como ejemplo de la apertura al 
diálogo y cooperación de la comunidad internacional, Colombia ha evidenciado su alto 
compromiso por la promoción, garantía y respeto de los derechos humanos, en especial, por 
tener la voluntad de iniciar conversaciones de paz y negociar con estos grupos. 
 
Ahora bien, en cuanto a la Convención Americana de Derechos Humanos, el Estado colombiano 
ha observado que las obligaciones convencionales en materia de derechos humanos son de 
obligatorio cumplimiento en todo el territorio nacional y es plenamente responsable de todas las 
conductas antijuridicas que le sean imputadas a su causa por violar las disposiciones normativas 
contenidas en esta y en los demás tratados internacionales firmados. Sin duda, la Convención 
Americana busca que los Estados respeten los derechos y libertades y que garanticen su pleno 
ejercicio a todas las personas, pero para que ello sea posible, los Estados deben adoptar medidas 
legislativas para efectivizar los derechos reconocidos convencionalmente. Así los derechos 
políticos y civiles, como la vida, la personalidad jurídica, la integridad personal, la libertad, las 
garantías judiciales, la honra, la dignidad, la prohibición de esclavitud y de servidumbre, etc., son 
unos de los cuantos derechos contenidos en la Convención que los Estados, como Colombia, 
deben proteger. 
 
Es importante señalar que además de someterse a las normas de la Convención Americana de 
Derechos humanos, Colombia también ha suscrito, aprobado y ratificado otros instrumentos 
jurídicos internacionales que defienden y velan por la protección de los derechos humanos a 
nivel regional, como son la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura, la 
Convención sobre los Derechos del Niño, la Convención Internacional sobre la Eliminación de 
las Formas de Discriminación Racial, la Convención Internacional sobre la Eliminación de todas 
las Formas de Discriminación Contra la Mujer (Convención de Belem do Pará), la Convención 
Americana sobre Desaparición Forzada de Personas, la Convención Interamericana Contra el 
Terrorismo y la Convención Interamericana Sobre el Tráfico Internacional de Menores, entre 
otros. 
 
Partiendo de la base de que estas normas de derecho internacional hacen parte del ordenamiento 
jurídico colombiano, es claro que gozan de obligatoriedad y prelación frente a las normas de 
derecho interno, al alcance de gozar idéntica supremacía normativa que comparte la Carta 
Política de 1991. Como figuras inescindibles del bloque de constitucionalidad, estas normas 
jurídicas de derecho internacional, al tratar y regular derechos humanos, se encuentran en el 
mismo eje jerárquico de la norma superior nacional, de tal suerte, que quien incumpla un 
mandato internacional suscrito vinculado al bloque de constitucionalidad vulnera asimismo el 
orden jurídico interno y será responsable de reparar los daños ocasionados a las víctimas. 
 
Sin embargo, adaptarse al sistema interamericano no ha sido tarea fácil para Colombia porque a 
pesar de contar con voluntad política para adoptar medidas, los conflictos sociales internos han 
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impedido que tal efecto sea posible de aplicar. Así “[e]l sistema interamericano de derechos 
humanos actualmente conformado por 19 Estados parte, específicamente quienes aceptan la 
jurisdicción de la Corte Interamericana de D.D.H.H., desiguales en cuanto a su cultura jurídica, 
lo cual es normal, poco a poco, no todos al mismo ritmo ni convencimiento, van adaptando sus 
regímenes a los parámetros internacionales de protección de derechos humanos, como una 
especie de subsistemas del sistema general, que tarde a temprano tendrán que adaptarse e 
integrarse lo más adherido a una unificación regional bajo el principio de regionalidad (…)” 
(Cubides Cárdenas J.A., Chacón Triana N., Martínez Lazcano J. A., 2015). A pesar de todos los 
problemas que ha enfrentado el Estado colombiano para superar la crisis humanitaria que ha 
padecido tras el surgimiento y desarrollo del conflicto armado originado por las guerrillas y las 
bandas criminales, la Corte Interamericana y la Comisión han destacado las iniciativas estatales 
orientadas a garantizar los derechos de las víctimas, estimando como positiva la colaboración y 
las investigaciones en búsqueda de la verdad y la justicia material.  
 
En curso de las conductas imputadas, ya sean determinadas como crímenes de lesa humanidad, 
crímenes de guerra y/o violaciones a los derechos humanos a través de la comisión de asesinatos, 
desapariciones forzadas, violaciones sexuales, traslados o desplazamientos forzados, torturas, 
actos inhumanos destinados a causar la muerte o graves daños a la integridad física y mental, 
ataques contra la población civil o sus bienes, reclutamiento forzado, etc., los Estados tienen la 
obligación de investigar  los hechos y juzgar y sancionar a los responsables, por las  graves 
violaciones de derechos humanos de carácter imprescriptible. Así, la Corte Interamericana ha 
mencionado que: 
 
“[l]a realización de una investigación ex officio, sin dilación, seria, imparcial y efectiva, es un elemento 
fundamental y condicionante para la garantía y protección de ciertos derechos afectados por esas situaciones, 
como la libertad personal, la integridad personal y la vida. En esos casos las autoridades estatales deben 
realizar esa investigación como un deber jurídico propio, más allá de la actividad procesal de las partes 
interesadas, por todos los medios legales disponibles y orientada a la determinación de la verdad. Además, 
dependiendo del derecho que se encuentre en riesgo o del que se alegue la violación la investigación debe 
procurar la persecución, captura, enjuiciamiento y eventual castigo de todos los autores de los hechos, 
especialmente cuando están o puedan estar involucrados agentes estatales” (Caso Manuel Cepeda Vargas vs. 
Colombia, 2010) (Caso Masacre de Pueblo Bello vs. Colombia, 2006). 
 
3. Relación jurídico Procesal Interestatal ante la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos: etapa inicial y desarrollo 
 
Dentro de la noción de parte en los procesos de violaciones de derechos humanos ante la Corte 
Interamericana de derechos humanos, “los Estados fungían como únicos sujetos procesales, 
entendiéndose que, en virtud de las relaciones bilaterales, solo los Estados gozaban de esa 
prerrogativa. Todo surgió desde que la Corte se instaló en el año 1979 hasta principios de los 
años 1986” (Ventura Robles, 2005) fecha en la que se dieron inicio a los primeros casos 
contenciosos.  
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El primer Reglamento de la Corte fue aprobado en julio de 1980, sobre la base del Reglamento 
vigente del Tribunal Europeo de Derechos Humanos y el Reglamento de la Corte Internacional 
de Justicia (CIJ). Debido a la influencia del Reglamento de la CIJ, que era para contenciosos 
interestatales, el procedimiento, sobre todo para casos contenciosos, era lento. Este primer 
cuerpo normativo estuvo vigente por más de una década y cesó su vigencia el 31 de julio de 
1991.  Justamente, en su artículo 25 dicho reglamento mencionaba que: “todo Estado Parte que 
quiera introducir un caso ante la Corte, conforme a lo dispuesto en el artículo 61 de la 
Convención, entregará en la Secretaría (…) (Reglamento Corte IDH, 1980), y en el artículo 26 
subsiguiente mencionaba que “2. La secretaría informará a los otros Estados Partes y a la 
Secretaría General de la OEA, el haber recibido la solicitud”. Así se observa, entonces que la 
figura de los Estados jugaba un papel único dentro de los procesos contenciosos y que las 
víctimas directas de las violaciones no contaban con la oportunidad de acceder a la justicia de los 
derechos humanos.  
 
4. La Víctima: reconocimiento de su condición en los procesos de violación de derechos 
humanos ante la Corte Interamericana 
 
Como antecedente preliminar es necesario tener en cuenta el concepto de la palabra víctima. Se 
entiende por víctima aquella parte lesionada en un momento y lugar determinado. La parte 
lesionada en el ámbito de los derechos humanos es aquella persona natural cuyos derechos y 
garantías le han sido vulnerados a causa de un acto internacionalmente ilegal. Esta violación 
produce en la víctima, un daño, el cual deberá ser resarcido por quien de manera deliberada lo 
causó. Según el último reglamento de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, el término 
víctima significa “aquella persona cuyos derechos han sido violados de acuerdo a la sentencia 
proferida por la Corte” (Reglamento Corte IDH, 2009). La noción adoptada por la Corte no es 
absoluta, pues solo se basa en un reconocimiento no teniendo valor constitutivo por sí solo.  
 
Como se indicó en el apartado anterior, durante décadas en el marco del sistema interamericano, 
la Corte IDH solo conocía de casos contenciosos puramente interestatales, en virtud de los 
lineamientos seguidos por el Tribunal Europeo de Derechos Humanos. De manera que los 
conflictos originados entre Estados eran resueltos y solucionados por estos mismos sujetos, sin 
contar con la presencia y, mucho menos, la opinión de la víctima. En todo caso, era el Estado 
acudiente quien representaba a la víctima en estos conflictos jurídicos.  
 
Para lo cual, ya pasada más de una década se ha venido cristalizando la figura de la víctima 
dentro de los procesos contenciosos como sujeto de derechos y deberes en el marco del derecho 
internacional, esto es, como parte directa gozando de garantías sustantivas y procesales en los 
diferentes regímenes de petición individual y siendo sujeto directo de deberes bajo derecho 
internacional cristalizados en el actual desarrollo del derecho internacional humanitario. El 
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reconocimiento de la víctima dentro del proceso se originó en la necesidad de asegurar al 
individuo directamente violado la reparación de sus derechos. Esto significa que a diferencia de 
lo que se vivió en otras épocas, hoy las víctimas reales de derechos humanos pueden participar 
autónoma y activamente en la reivindicación de sus derechos una vez que la demanda es 
interpuesta ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos.  
 
Así en el nuevo reglamento de la Corte en su artículo 25 se estableció la participación de las 
presuntas víctimas o sus representantes dentro de los procesos, así pueden directamente acudir 
para presentar la demanda, para solicitar medidas provisionales, solicitar y aportar pruebas y 
argumentos. Del mismo modo, se les garantiza protección de su persona, así como de sus testigos 
y representantes, y si no cuentan con representación legal debidamente acreditada, pueden gozar 
de un defensor interamericano de oficio que los represente durante el trámite del caso 
(Reglamento Corte IDH., 2009) 
 
a. Etapa de surgimiento 
 
El cambio presentado en los procesos contenciosos ante la Corte fue introducido por el nuevo 
reglamento expedido el día 01 de junio del año 2001. En dicho instrumento, por primera vez 
se hizo un reconocimiento jurídico a la víctima como parte en el proceso, gozando 
plenamente de su derecho de accionar contra el Estado que le perjudicó. A consecuencia de 
esta reforma, los Estados parte que reconocen la competencia de la Corte IDH, también 
adoptaron medidas inclinadas a favorecer a las víctimas siempre que estas tuvieran 
fundamentos para demandar; sin embargo, tampoco ha sido fácil el proceso de adaptación. La 
comisión interamericana ha insistido en que la participación de la víctima ha significado una 
necesaria redefinición de su rol y aceptación dentro de los procesos, a tal punto que la víctima 
pueda gozar de todas las garantías que se han reconocido a su favor. 
 
El primer asunto decidido por la Corte en donde las víctimas tuvieron pleno reconocimiento 
jurídico fue en el caso “hermanos Gómez Paquiyauri vs. Perú” con sentencia del 08 de julio 
de 2004. De conformidad con los hechos presentados, los familiares de las víctimas directas 
demandaron al Estado del Perú por la detención, tortura y ejecución extrajudicial de los 
hermanos Emilio Moisés y Rafael Samuel Gómez Paquiyauri y consiguientes omisiones a 
nivel de garantías judiciales responsabilizando de los hechos a agentes del Estado. Analizadas 
las pruebas, la corte consideró que el Estado, efectivamente violó los derechos alegados por 
las víctimas y violó las disposiciones de la Convención Americana de Derechos Humanos y la 
Convención Americana que prohíbe la tortura y los tratos crueles. Seguidamente, en el caso 
Villagrán Morales y otros, la Corte también reconoció la condición de víctima a los familiares 
de los menores asesinados. De tal suerte que, consideró que no solo las personas fallecidas 
fueron víctimas de las violaciones alegadas, sino que también son víctimas sus familiares más 
cercanos. 
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La ampliación de la noción de víctima reconocida, entre otros, en el caso Villagrán Morales 
fue aún más consolidada en la jurisprudencia que le siguió a ese caso. En el caso Bámaca 
Velásquez, la noción ampliada rationae personae fue aplicada a la viuda del desaparecido.  
En dicha decisión la Corte resaltó lo siguiente:  
 
“[l]a prohibición absoluta de los tratos crueles, inhumanos o degradante ha experimentado, además, una 
ampliación también rationae personae, abarcando, en determinados casos, como los de desaparición 
forzada de persona, en cuanto a la titularidad de derechos, también los familiares de la víctima directa (en 
su condición de víctimas indirectas—cf. supra). Así, la Corte Interamericana ha establecido correctamente 
que, en circunstancia como las del presente caso Bámaca Velásquez, las víctimas son tanto la persona 
desaparecida como sus familiares inmediatos” (Caso Bámaca Velásquez vs. Guatemala, 2000). 
 
b. Fundamentos de integración: aplicación del principio pro homine e igualdad material 
 
Denominado a su vez, como principio pro persona, el principio pro homine es un criterio 
hermenéutico unido a una noción progresiva que favorece los derechos y garantías de la 
persona humana.  
 
Según el criterio uniforme de la Corte Constitucional de Colombia: 
 
“[E]l principio de interpretación <pro homine>, impone aquella interpretación de las normas jurídicas que 
sea más favorable al hombre y sus derechos, esto es, la prevalencia de aquella interpretación que 
propenda por el respeto de la dignidad humana y consecuentemente por la protección, garantía y 
promoción de los derechos humanos y de los derechos fundamentales consagrados a nivel constitucional”. 
“[É]ste es entonces un criterio de interpretación que se fundamenta en las obligaciones contenidas en los 
artículos 1° y 2º de la Constitución [política de Colombia] antes citados y en el artículo 93 [ibidem], 
según el cual los derechos y deberes contenidos en la Constitución se deben interpretar de conformidad 
con los tratados sobre derechos humanos ratificados por Colombia. En lo que tiene que ver con los 
derechos, los mencionados criterios hermenéuticos se estipulan en el artículo 5° del Pacto Internacional 
de Derechos Civiles y Políticos y el artículo 29 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. 
Adicionalmente, se debe afirmar que estos criterios configuran parámetro de constitucionalidad, pues 
impiden que de una norma se desprendan interpretaciones restrictivas de los derechos fundamentales. El 
principio pro persona, impone que “sin excepción, entre dos o más posibles análisis de una situación, se 
prefiera [aquella] que resulte más garantista o que permita la aplicación de forma más amplia del derecho 
fundamental”. (Sentencia C-438, 2013)  
 
De conformidad con el propio criterio de la Corte Interamericana,  la exigibilidad inmediata e 
incondicional de los derechos es la regla general y su condicionamiento la excepción. 
 
En el cúmulo de sentencias analizadas por la Corte IDH en materia de desapariciones 
forzadas, el principio pro homine es la clave fundamental de interpretación. Sin embargo, este 
principio no ha significado regla general de interpretación en todos los casos. La Corte 
Interamericana ha desarrollado una línea jurisprudencial en torno a la aplicación del principio 
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pro homine en los casos de tortura y desaparición forzada, siguiendo como criterio la 
necesidad de aplicación progresiva de las normas que regulan los derechos humanos en la 
región, como es el caso de la Convención Americana de Derechos Humanos. La inserción de 
la víctima como parte en el proceso es justamente el resultado de la aplicación sistemática del 
principio pro homine en la normativa interna de la Corte IDH. A partir de este fundamento 
nace el pleno reconocimiento de la condición de víctima y sus garantías judiciales ante la 
Corte.  
 
Las normas jurídicas de derechos humanos nacen en virtud de la aplicación del principio pro 
homine, y esto implica que quien realice una interpretación menos garantista a los derechos de 
las personas, viola, asimismo, sus derechos humanos. Dentro del sistema interamericano de 
protección de los derechos humanos, la perspectiva generada a través de los pronunciamientos 
judiciales de la Corte IDH, ha difundido la aplicación del principio pro homine, debido a ello, 
el propio sistema exige una permanente disposición a la percepción de todo el sistema en 
favor de la persona, sin admitir excepciones. El principio pro homine actúa como punto de 
partida en los razonamientos jurídicos y como valoración final en los pronunciamientos 
legislativos, administrativos y judiciales. En el límite de la ponderación, el principio pro 
homine es un criterio de alto valor en la jurisprudencia y en la ley. 
 
Por otro lado, la introducción de la víctima en los procesos contenciosos surgió también por la 
urgente e inminente necesidad de aplicación del principio de igualdad. Observándose que, la 
hegemonía que ejercen los Estados puede representar un grave desequilibrio de las partes en 
el litigio, máxime cuando en el mayor de los casos, las víctimas son personas de limitados 
recursos económicos, insuficientes para gozar de una defensa efectiva dentro del proceso 
contencioso, se han creado normas perfectamente diseñadas para brindar garantías efectivas 
de protección y defensa jurídica.  De tal suerte que ambas partes, tanto demandante como 
demandado, gocen de los mismos derechos y deberes en un plano de equidad y justicia. 
Dentro del proceso judicial, la Corte Interamericana tiene la obligación de precaver la 
desigualdad entre las partes y propender al equilibrio procesal, por lo que la víctima como 
demandante tiene derecho a accionar contra el Estado y alegar las razones jurídicas que estime 
pertinentes para fundamentar la violación de las normas de la Convención Americana de 
Derechos Humanos, tiene derecho a presentar y solicitar todo tipo de pruebas, a ser oído en el 
juicio, a presentar alegatos y a defender su causa con la debida representación de un abogado. 
Igualmente, el Estado también tiene derecho a conocer de la demanda presentada, a ser oído 
en el juicio, presentar sus propias pruebas y controvertir las allegadas por su contraparte, tiene 
derecho a alegar a través de sus agentes o delegados y en todo caso, a defenderse de las 
pretensiones e imputaciones formuladas por el demandante. 
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c. ¿Cómo se desarrolla el papel de la víctima en la realidad del proceso contencioso 
ante la Corte IDH? ¿se aplica la igualdad procesal en materia de costos procesales? 
 
Como se dijo anteriormente, las normas de derecho internacional y los pronunciamientos 
jurisprudenciales de la Corte Interamericana han reconocido plenamente el papel de la víctima 
dentro del proceso judicial por violación de derechos humanos. Sin embargo, es notoria la 
preocupación que surge al saber que, aunque las víctimas cuenten con derechos, en el proceso 
judicial la realidad es otra. Cierto es que las víctimas en la realidad no gozan de la misma 
capacidad procesal que el Estado o la Comisión Interamericana. Cuando se refiere a la 
capacidad procesal, se alude inequívocamente al acceso a la administración de justicia, porque 
de plano, la víctima no puede interponer la demanda ante la Corte directamente. Esa especie 
de limitación produce que en la práctica solo una pequeña parte de los casos lleguen de la 
Comisión Interamericana al conocimiento de la Corte. Muchos de esos casos sin resolver, 
impiden que los derechos de las víctimas sean tutelados y reparados efectivamente. 
Asimismo, la perennidad e impunidad de los hechos delictivos causa inseguridad jurídica. 
 
Existen, por otro lado, suficientes ejemplos de casos de violaciones graves de derechos 
humanos que simplemente no fueron referidos por la Comisión pese a que el Estado 
incumplió con recomendaciones de la comisión interamericana en el pasado. Pasado el tiempo 
límite para la interposición de la demanda y producido el reporte de la comisión bajo el 
artículo 50 de su reglamento, la víctima solo puede quedar impotente, sin capacidad jurídica 
procesal para interponer la demanda ella misma. 
 
Conviene señalar que la víctima cuenta con serias desventajas en el proceso. Estas desventajas 
están estrechamente relacionadas con los gastos incurridos en el proceso. La verdad es que 
litigar ante un sistema internacional acarrea gastos y muy elevados. Tan solo en el año 1999, 
en la secretaría de la Corte reconoció que los costos de litigación de un caso ante esta 
sobrepasaban los ochenta mil dólares americanos, esto a la fecha es un poco más de 
doscientos cuarenta millones de pesos. Por lo que la víctima en términos económicos es 
puesta en una situación de desigualdad frente a las otras partes en el proceso. Claro que las 
normas son muy específicas en materia de pruebas, si la parte tiene el interés para probar su 
caso y además la carga de la prueba, es ella quien debe asumir los gastos. En ese sentido, la 
ley no ha regulado un esquema de ayuda legal para la víctima, hablando principalmente de los 
gastos y costas del proceso. 
 
5. Marco de responsabilidad transformadora y su desarrollo internacional. 
 
En relación con la teoría de reparación transformadora en el ámbito del sistema internacional de 
los derechos humanos, se ha conseguido destacar la sentencia del caso Aloeboetoe vs. Surinam, 
analizada y decidida por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el año 1993. En esta 
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sentencia se inició la idea tomando como medidas de reparación adicionales a la indemnización. 
En este caso en particular, los hechos inician con la interceptación de veinte cimarrones, víctimas 
de ataques, golpes y posteriores muertes de algunos de ellos causadas por grupos militares. Entre 
estas personas se encontraban Daison Aloeboetoe, Dedemanu Aloeboetoe, Mikuwendje 
Aloeboet, John Amoida, Richenel Voola alias “Aside” o “Ameikanbuka”, Martin Indisie Banai y 
Beri Tiopo. De estas personas tan solo uno logro escapar, mientras los seis cimarrones 
capturados fueron asesinados. Justamente el único sobreviviente de la masacre logró contar los 
sucesos, coincidiendo su relato con el de otros testigos. Por los hechos cometidos, efectivamente 
se probó la violación de las normas de la convención americana responsabilizando al Estado de 
Surinam por su flagrante incumplimiento y tolerancia en cuanto a los hechos. En ese sentido, la 
Corte decidió fijar un monto considerable en dinero por concepto de indemnización a los 
familiares de las víctimas, asimismo, dispuso la creación de una fundación con el 
establecimiento de dos fideicomisos a favor de las víctimas y la reapertura de la escuela en 
Gujaba [lugar de los hechos] para que funciones permanentemente. En cuanto a la apertura de la 
escuela, la Corte decidió obligar al Estado reabrirla justamente por ser el sitio donde viven los 
hijos de las víctimas. De este modo, se les garantizó a las víctimas la posibilidad real de acceder 
a la educación, alimentación y vestido. Con la creación de la fundación los hijos de las víctimas 
de la masacre pudieron gozar de una calidad de vida mejor, incluso, de la anterior a la violación.  
 
Otro caso de sublime relevancia jurídica y que marcó precedente dentro de la esfera del sistema 
interamericano de derechos humanos fue el caso González y otras o del Campo Algodonero vs. 
México. En esta ocasión, la Corte se refirió al concepto de “reparación integral” y en especial de 
la reparación transformadora.  
 
“[E]l concepto de “reparación integral” (restitutio in integrum) implica el restablecimiento de la situación 
anterior y la eliminación de los efectos que la violación produjo, así como una indemnización como 
compensación por los daños causados. Sin embargo, teniendo en cuenta la situación de discriminación 
estructural en la que se enmarcan los hechos ocurridos en el presente caso y que fue reconocida por el Estado 
(supra párrs.  129 y 152), las reparaciones deben tener una vocación transformadora de dicha situación, de tal 
forma que las mismas tengan un efecto no solo restitutivo sino también correctivo. En este sentido, no es 
admisible una restitución a la misma situación estructural de violencia y discriminación. Del mismo modo, la 
Corte recuerda que la naturaleza y monto de la reparación ordenada dependen del daño ocasionado en los 
planos tanto material como inmaterial. Las reparaciones no pueden implicar ni enriquecimiento ni 
empobrecimiento para la víctima o sus familiares, y deben guardar relación directa con las violaciones 
declaradas. Una o más medidas pueden reparar un daño específico sin que éstas se consideren una doble 
reparación” (Caso Gonzales y otros vs. México, 2009). 
 
Es realmente imprescindible enmarcar las palabras de la Corte en este apartado, cuando se refiere 
explícitamente a que “las reparaciones deben tener una vocación transformadora” con el 
fundamento unívoco de que la situación de violación no es igual a las demás, por lo que en este 
caso se aplicó una excepción. Esto lleva a concluir que para la Corte las situaciones desiguales 
no se les debe aplicar las medidas de reparación clásicas y que en el trasfondo del asunto pueden 
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emerger mejores alternativas de reparación a las víctimas, medidas que transformen las 
condiciones de existencia de estas y que aseguren eliminar los efectos de la victimización. 
 
La teoría de la reparación transformadora implica a nivel internacional conceder garantías 
eficaces para evitar más violaciones a los derechos humanos y demás garantías fundamentales. 
Los efectos que persigue son muy claros, contrarrestar las infracciones y poner fin a la violencia 
generalizada. El concepto clásico de reparación integral no se adapta a sociedades como, por 
ejemplo, la colombiana, en donde las infracciones al derecho internacional humanitario hacen 
parte del día a día. El modelo de reparación integral se ajusta perfectamente a sociedades más 
ordenadas con capacidad institucional para remediar la pobreza y desigualdad. Mientras que los 
Estados económicamente e institucionalmente limitados deben contar con medidas más 
exhaustivas como las que ofrece el modelo de reparación transformadora. 
 
6. Aplicación de la teoría de reparación transformadora en Colombia: orígenes y 
desarrollo.  
 
a. Antecedentes  
 
A lo largo de esta exposición se ha hablado de las obligaciones internacionales de los Estados 
frente a la protección de los derechos humanos en sus territorios. Pues bien, en Colombia 
dicha obligación no ha sido nada fácil de cumplir, principalmente, por el tema del conflicto 
armado interno y la crisis humanitaria subsecuente a este. Los dilemas relacionados con los 
instrumentos jurídicos de derecho internacional que protegen los derechos humanos a nivel 
regional, surgen necesariamente porque el Estado colombiano se ha visto limitado en el 
ejercicio de su poder. La negligencia y arbitrariedad por parte del Estado en la solución de los 
conflictos ha desencadenado más problemas sociales y políticos a nivel interno e 
internacional.  
 
Según datos registrados por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos y 
organizaciones colombianas que protegen derechos humanos, Colombia se destaca a nivel 
regional y mundial, como uno de los países que viola más derechos humanos “[s]egún cifras 
del proyecto Colombia Nunca Más y sin contar los hechos guerrilleros, entre 1966 y 1979 se 
reportaron sumando muertes, torturas y desapariciones forzadas 4.423 actos criminales, entre 
1981 y 1990, 16.618 y en el período 1991-1998 ascendieron a 20.366, todas estas atribuibles a 
miembros de la fuerza pública y estructuras paramilitares” (Gaceta: Proyecto de Ley 1448, 
2011).  
 
En el siguiente cuadro se hace una relación del número de crímenes y delitos perpetrados a 
causa de la violencia en un lapso de diez años comprendidos entre 1981 y 1991. 
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Como consecuencia del conflicto interno, Colombia también ha padecido una grave crisis en 
materia económica y social. Los desplazamientos forzados y el despojo de tierras han causado 
que los pocos propietarios de tierras no cuenten con un sustento económico estable. “En el 
año 2003, la Alta comisionada de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, señaló 
que la situación de derechos humanos en Colombia <<se ha caracterizado por violaciones 
graves, masivas y sistemáticas de esos derechos, constituyendo muchas de ellas crímenes 
contra la humanidad>>” (Gaceta: Proyecto de Ley 1448, 2011). 
 
Para nadie es un secreto que Colombia se ha visto fuertemente golpeada por las incesantes 
violaciones de derechos humanos traducidos en homicidios, desapariciones forzadas, 
desplazamiento, secuestros masivos de altos funcionarios del Estado (véase caso de secuestro 
y muerte de los doce diputados del Valle) y genocidios. Para el gobierno de Colombia, el 
narcotráfico es uno de los elementos esenciales vinculantes al conflicto armado y a la 
aparición de más grupos subversivos, pues es justamente el narcotráfico la fuente principal de 
sus ingresos. La lucha incesante del Estado por combatir estas fuerzas se ha visto volcada a su 
vez por el incremento de bandas criminales en los sectores urbanos. En este contexto de 
irrespeto por los derechos humanos han aumentado dramáticamente los crímenes de lesa 
humanidad y las negociaciones de paz parecen ser una utopía.  
 
b. El derecho a la reparación 
 
La Corte Interamericana ha señalado en su jurisprudencia que: “[l]a noción clásica del 
derecho a la reparación, desarrollada esencialmente en el derecho internacional, entiende que 
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ésta tiene lugar con el objeto de restituir a la víctima a la situación en la que se encontraba 
antes de ocurrida la violación de sus derechos” (Caso de la Cruz Flores vs. Perú, 2004). Esto 
indica que la reparación es un medio efectivo para restituir las condiciones de vida de la 
víctima y enmendar la violación producida. Bajo esta perspectiva, es necesario señalar que 
todos los instrumentos jurídicos internacionales de derechos humanos y las decisiones 
judiciales de los tribunales internacionales de protección de estos reconocen que el derecho a 
la reparación implica el derecho a una reparación integral, lo que supone el derecho de la 
víctima al restablecimiento de su condición anterior a la violación. El derecho a la reparación 
integral es un fenómeno jurídico consistente en una compensación tanto económica como 
moral por los daños sufridos. El daño es el elemento principal del derecho a la reparación. 
Dentro del sistema jurídico colombiano existen dos vías para acceder a la reparación: la 
judicial y la administrativa. Cada una de ellas enfatiza en uno u otro componente de la 
reparación. La reparación en sede judicial tiene lugar en las distintas jurisdicciones que 
establece cada país, de acuerdo con su normatividad. Así, por ejemplo, en Colombia existen 
cuatro escenarios ante los cuales es posible reclamar la reparación: la jurisdicción civil, la 
penal, la administrativa y la Ley de Justicia y Paz. 
 
De igual modo, es posible que las víctimas acudan ante jurisdicciones internacionales, tales 
como el sistema interamericano, europeo o africano, o ante Naciones Unidas. La reparación 
integral contiene cinco componentes a saber, la restitución, indemnización, rehabilitación, 
satisfacción y garantías de no repetición. Mediante la restitución se busca devolver a la 
víctima a la situación anterior a la violación. La indemnización pretende compensar 
económicamente los daños patrimoniales y extrapatrimoniales que sufrió la víctima, la 
rehabilitación se emplea para ofrecer atención médica y psicológica, y también servicios 
jurídicos y sociales que requiera la víctima, por otro lado, las medidas de satisfacción 
pretenden reconocer públicamente el daño producido a la víctima, ofreciendo disculpas y 
homenajes a ella directamente o a sus familiares, esto incluye a su vez garantías de 
investigación y sanción de los responsables de los delitos, justicia integral y difusión de la 
verdad, esclarecimiento de los hechos y búsqueda de los restos de los fallecidos. En cuanto a 
las medidas de garantías de no repetición, estas se definen en las obligaciones del Estado por 
adoptar medidas legislativas, administrativas y judiciales que promuevan la protección de los 
derechos violados y así evitar que los crímenes puedan repetirse en perjuicio de otras 
personas. De esta forma los cinco elementos de la reparación integral buscan en su conjunto, 
promover el Estado de Derecho, el respeto de los derechos humanos y de la democracia 
nacional.  
 
c. De la reparación integral a la transformadora 
 
Como se indicó antes, los enfoques de la reparación integral buscan establecer un orden 
jurídico justo que efectivamente, repare los daños a las víctimas y evite causarles más 
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sufrimientos, sin embargo, al analizarla profundamente se puede considerar que el objetivo de 
la reparación integral es insuficiente para erradicar definitivamente el concepto de 
victimización de los Estados con sociedades en contexto de transición, pues, “incluso antes 
del conflicto que dio lugar a las violaciones, imperaban situaciones de desigualdad, pobreza y 
exclusión” (Uprimny y Sánchez, 2010). Por tal motivo, se ha originado una nueva idea que 
busque solucionar todos los detalles que involucra la reparación a las víctimas. Y es que no 
basta con que los Estados reparen económica y simbólicamente a las víctimas, si en el 
contexto social la víctima continúa siendo estigmatizada por su condición. Justamente de eso 
se trata, de que la víctima goce de óptimas condiciones de vida, incluso mejores previas a la 
victimización, que pueda acceder a todos los servicios que ofrece el Estado, que se puedan 
otorgar garantías de no discriminación o marginación y que su condición quede 
completamente suprimida en el esquema social teniendo pleno reconocimiento y 
participación. Asimismo, este enfoque llamado “reparación transformadora” se propone a 
impulsar la democracia eliminando la pobreza que más estigmatiza la condición de las 
víctimas.  
 
Pero ¿por qué es insuficiente el modelo de reparación integral en el contexto social 
colombiano? La respuesta a esta pregunta nace por dos razones principales. Los Estados como 
Colombia que afrontan un proceso de transición cuentan con instituciones ineficaces que 
difícilmente pueden solucionar las exigencias de la reparación integral de todas las víctimas, 
además, contando el aumento progresivo de estas. Sumada a esa razón, en este tipo de 
sociedades, las víctimas generalmente, son personas de limitados recursos económicos que 
viven en condiciones de extrema necesidad, por lo que directamente, resultan ser focos de 
discriminación.  
 
En este orden de ideas, las medidas de reparación integral, como la restitución generarían más 
violaciones, porque si se pretende devolver a la víctima a la condición anterior a la violación, 
se le condenaría a vivir en condiciones de pobreza y exclusión. Por tal motivo, la 
victimización continúa, generándoles más vulnerabilidad y más posibilidades de violación. En 
ese caso los Estados deben implementar el nuevo enfoque de la reparación transformadora 
que suprima por completo, la victimización y revictimización que posiblemente pueda 
producirse. 
 
d. Origen en Colombia: aplicación y desarrollo en la ley colombiana 
 
Según el artículo 93 de la Constitución Política de Colombia “[L]os tratados y convenios 
internacionales ratificados por el Congreso, que reconocen los derechos humanos y que 
prohíben su limitación en los estados de excepción, prevalecen en el orden interno. Los 
derechos y deberes consagrados en esta Carta, se interpretarán de conformidad con los 
tratados internacionales sobre derechos humanos ratificados por Colombia 
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(…)”(Constitución Política de Colombia, 1991). Dicho artículo constitucional alude al 
concepto de bloque de constitucionalidad, indicando que toda norma jurídica internacional 
que proteja derechos humanos ratificada por el Estado, guarda prevalencia en el orden interno, 
misma que comparte con la Constitución Política. Con fundamento en el artículo 93 
enunciado, el Estado colombiano ha creado otras normas jurídicas que tiendan a garantizar los 
derechos de las víctimas. Aunada a esta razón, la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos también ha inducido a los Estados de la región para que refuercen sus sistemas 
legales con la creación de medidas tanto legislativas como judiciales y administrativas con el 
fin de atacar la constante desigualdad, pobreza y discriminación en que viven las víctimas de 
violaciones de derechos humanos. Por mandato expreso de las normas constitucionales 
colombianas y por consejo de las organizaciones internacionales se ha incluido en el 
ordenamiento jurídico leyes como la 1448 de 2011. Conocida como la ley de víctimas y 
restitución de tierras, esta fue la primera norma en donde se introdujo la teoría de reparación 
transformadora.  
 
Siguiendo la línea de pensamiento de los tribunales internacionales de derechos humanos en 
el mundo y en la región, se ha considerado que en el contexto social colombiano se requieren 
medidas mucho más integrales en materia de reparación a las víctimas del conflicto armado 
interno. Como justificación de ello se ha teorizado en la figura de la reparación 
transformadora con el objetivo de brindarle mayor participación a las víctimas y rutas y 
medios de acceso a la justicia distributiva para superar los factores de victimización y 
revictimización causada por las bandas criminales hoy en día. El objeto de la ley, de acuerdo 
con la exposición de motivos presentada ante el Senado colombiano, es el de “establecer un 
conjunto de medidas judiciales administrativas, sociales y económicas en beneficio de las 
víctimas, dentro de un marco de justicia transicional que permita resolver los problemas 
derivados de las violaciones de derechos humanos e infracción al derecho internacional 
humanitario que posibiliten hacer efectivo el goce de sus derechos a la verdad, la justicia y la 
reparación con garantía de no repetición (…)” (Proyecto de Ley 1448, 2011). 
 
En Colombia existen diversos problemas estructurales como la pobreza, el desempleo, el 
desplazamiento forzado, el atraso en la agricultura, el fenómeno de las guerrillas y las bandas 
criminales que azotan a la población civil, entre otros, ante estos fenómenos de desigualdad, 
violencia y discriminación, el Estado ha tratado de asumir mecanismos para reprimir y frenar 
las actuaciones violentas que ponen en grave riesgo el orden social y político nacional; no 
obstante, las represalias han sido constantes de una y otra parte, así el Estado en los últimos 
años ha tenido que combatir las fuerzas armadas revolucionarias, despojándoles de sus 
máximos líderes y cabecillas, a lo que se suma, el encarcelamiento de muchos guerrilleros 
pertenecientes a las principales columnas móviles y frentes; sin embargo, los grupos armados 
ilegales no han permanecido inanes a tales enfrentamientos, lo cual ha traído como resultado 
la muerte masiva de civiles y militares en combate. Con la introducción de la ley 1448 de 
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2011, se buscó detener el fenómeno de la victimización construyendo un arquetipo jurídico 
adecuado en donde la restitución de tierras y el retorno de la población desplazada son 
mecanismos de reparación que pretenden restablecer a las víctimas a la situación en la que se 
encontraba.  
 
Como se ha insistido en lo corrido de esta exposición, el modelo clásico visualizado tras la 
aplicación de la teoría de la reparación integral y sus componentes ha resultado ser 
insuficiente dada la ausencia de mecanismos legales y judiciales para eliminar los vestigios de 
la violencia en la víctima. Aunque la ley 1448 representa un buen comienzo, en un contexto 
de conflicto armado como el colombiano es preocupante conocer que en los seis años que 
lleva de implementarse, las víctimas no paran de contarse. Está claro que revertir el despojo y 
adoptar políticas públicas de restitución a las víctimas representa enormes retos para el Estado 
y a pesar de contar con una ley que establece el procedimiento a seguir para reparar a las 
víctimas, no existe un plan de políticas públicas, ni mucho menos garantías para ejercer el 
derecho a la restitución que se evidencia en un constante ambiente y foco de amenaza, 
discriminación y agresión; por otro lado, las dificultades en los procedimientos a nivel 
administrativo contravienen los principios que inspiran los procesos en el marco de la justicia 
transicional, siendo lentos y poco eficientes, al punto de no contar con suficiente capacidad 
institucional para responder a la demanda de justicia de las víctimas, lo que augura el colapso 
de la jurisdicción de restitución. Es por ello que la lucha en los planos judiciales y 
administrativos continua, principalmente, por motivos presupuestales y de logística.  
 
e. Transformación del concepto de reparación y de justicia en la jurisprudencia de las 
altas cortes colombianas 
 
El tema de los derechos humanos en el sistema judicial colombiano es de conocimiento de la 
jurisdicción ordinaria en su especialidad penal, en la jurisdicción constitucional, por tratarse 
de derechos directamente vinculados al bloque de constitucionalidad inherente a los derechos 
constitucionales y en la jurisdicción contenciosa administrativa por tratar temas estrechamente 
relacionados con la reparación de daños causados por el Estado. En materia de derechos 
humanos, las más altas corporaciones judiciales en cabeza de la jurisdicción ordinaria, 
constitucional y contenciosa administrativa, representadas en la Corte Suprema de Justicia, 
Corte Constitucional y Consejo de Estado, respectivamente, cumplen un papel indispensable 
en tratándose de aplicar las convenciones de derechos humanos suscritas por Colombia, así 
“[…] la rama judicial cumple un importante rol en el acatamiento de la obligación 
internacional [antes mencionada], cuya inobservancia bien puede generar responsabilidad al 
Estado en el Sistema Interamericano, por ello es importante comprender cómo están 
recepcionando los jueces de los Estados Partes el control de convencionalidad. En el caso 
colombiano, el Consejo de Estado se erige como el máximo tribunal en lo contencioso 
administrativo, por lo que, en cumplimiento de sus funciones, es veedor de las actuaciones 
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estatales, determinando la responsabilidad derivada de las mismas, y en su caso, estableciendo 
la reparación debida” (Sánchez Vallejo, 2015). 
 
Desde el año 2006 en la jurisprudencia del Consejo de Estado se empezó a usar, aunque poco, 
los términos de la Convención Americana de Derechos Humanos tal y como lo ha hecho 
desde la misma fecha la Corte Interamericana en sus fallos. Seis años después el Consejo de 
Estado siguió la línea jurisprudencial ajustándose con más detenimiento a las disposiciones de 
la Convención Americana. En cuanto a la reparación transformadora dentro de la 
jurisprudencia únicamente del Consejo de Estado se ha denotado un cambio relacionado con 
un modelo de justicia basado en resarcir los daños que sufrió la persona y garantizar los 
derechos humanos con el objetivo de eliminar aquellas condiciones existentes al momento de 
la producción del daño. La unión de estos ejes se define como reparación transformadora.  
 
Siguiendo el control de convencionalidad aplicado principalmente en las sentencias del 
Consejo de Estado, a ello se le suma, la aplicación e implementación de nuevos métodos de 
reparación, métodos que se han venido ajustando a un aspecto más social que económico. Se 
observa que principalmente el medio de control más usado en esta materia es la reparación 
directa. Justamente en uso de este medio de control se originó el primer caso en el que se hace 
mención auténtica de la obligatoriedad de los Estados por aplicar las normas de la 
Convención Americana, esto ocurrió el día 24 de julio del año 2013 con ponencia del doctor 
Enrique Gil Botero y se conoce como la sentencia “hito” que marcó el precedente judicial en 
el tema del control de convencionalidad. Esta sentencia de “convencionalidad” configuró la 
aplicación normativa de varios instrumentos internacionales de protección de derechos 
humanos señalando la responsabilidad del Estado por graves violaciones a la dignidad 
humana incluyendo la introducción de la Convención contra la tortura y otros tratos o penas 
crueles inhumanos o degradantes en el ordenamiento jurídico colombiano y en especial la 
prohibición de tortura en el territorio nacional. Su importancia jurídica se establece al ser la 
primera sentencia de convencionalidad en donde el Consejo de Estado acogió un rol diferente 
frente a las reparaciones jurídicamente reconocidas en la ley colombiana y se percibió una 
recepción más clara de la figura del control de convencionalidad (Sentencia Reparación 
Directa 26250, 2013).  
 
Precisamente desde el año 2013 y 2014 el Consejo de Estado en la mayoría de las 
providencias asume el tema del control de convencionalidad al punto de crear una nueva 
categoría de reparación a las víctimas, llamada “protección de los bienes constitucional y 
convencionalmente protegidos” basada en la fuerte influencia de las sentencias de la Corte 
Interamericana de D.D.H.H. frente a los derechos de las víctimas. En sentencia de unificación 
de fecha 28 de agosto de 2014, la Sala Plena de la Sección Tercera con ponencia del Dr. 
Ramiro Pazos Guerrero asentó la tercera categoría de reparación integral de perjuicios 
inmateriales, allí sostuvo que:  
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“[E]sta clase de afectaciones a bienes o derechos constitucional o convencionalmente afectados deben ser 
reconocidos como una tercera categoría de daños inmateriales autónomos (…) El daño a bienes o 
derechos convencional y constitucionalmente amparados tiene las siguientes características: i) Es un daño 
inmaterial que proviene de la vulneración o afectación a derechos contenidos en fuentes normativas 
diversas: sus causas emanan de vulneraciones o afectaciones a bienes o derechos constitucionales y 
convencionales. Por lo tanto, es una nueva categoría de daño inmaterial. ii) Se trata de vulneraciones o 
afectaciones relevantes, las cuales producen un efecto dañoso, negativo y antijurídico a bienes o derechos 
constitucionales y convencionales. iii) Es un daño autónomo (…) iv) La vulneración o afectación 
relevante puede ser temporal o definitiva (…)” (Sentencia Reparación Directa 32988, 2014).   
 
En posteriores fallos, el Consejo de Estado ha insistido en la importancia de enmarcar la 
figura del control de convencionalidad y de la reparación transformadora. Sin embargo, en 
cuanto a esta no se ha atrevido a hacer mención en los casos de reparación directa, 
permaneciendo el vacío en el ámbito judicial hasta los presentes días.  
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7. Conclusiones 
 
Tras la extensa exposición que dio como fundamento el tema presentado, finalmente, se puede 
concluir que, la teoría de la reparación transformadora en el sistema interamericano de 
protección de los derechos humanos se ha convertido en un tema incontrovertible. Son muchos 
los fallos y casos examinados por la Corte y Comisión Interamericana en su conjunto que 
prueban efectivamente que el modelo de reparación clásico se queda corto al momento de 
conceder restitución integral a la víctima cuando sus condiciones anteriores al hecho victimizante 
eran precarias y excluyentes. La teoría de la reparación integral es de aplicación adecuada en 
sociedades más organizadas, es decir, institucionalmente aptas para conceder garantías de 
reparación.  
El problema social nacido por el fenómeno de la victimización ha originado que los Estados 
gasten todos sus esfuerzos en ofrecer garantías a las víctimas, sin obtener resultados efectivos. Se 
observa que, en el caso de Colombia, la teoría empieza a surgir con la entrada en vigor de la ley 
1448 de 2011, ley de víctimas y restitución de tierras. Ley creada con fundamento en el 
restablecimiento de los derechos de las víctimas, y cuyo objetivo final se centra en erradicar por 
completo los efectos de la victimización. Los problemas más agudos que ha enfrentado el Estado 
colombiano se focalizan en los efectos de la victimización, por esa razón, se pretende ofrecer 
medidas alternativas eficaces que le garanticen a las víctimas condiciones de existencia 
posiblemente mejores a las anteriores. El único percance se presenta en el tema de la 
institucionalidad, pues en Colombia no se cuenta con una estructura bien organizada y 
presupuestalmente capaz de responder a la demanda excesiva de víctimas. Los efectos de la 
victimización son problemáticas generalizadas y comunes socialmente en Colombia; entre ellas 
se encuentran el desplazamiento, la pobreza extrema y la discriminación. Para contrarrestar estas 
problemáticas, las políticas públicas han sido inanes al momento de satisfacer los derechos de las 
víctimas. Las propuestas doctrinales y jurisprudenciales enunciados se han convertido en una 
quimera justamente porque la continuidad de la violencia en Colombia es incuestionable.  
 
Dadas estas inquietudes y discrepancias, el Estado colombiano ha intentado acercarse y negociar 
con los actores de los crímenes con el objetivo de poner fin pacíficamente al conflicto armado 
permanente durante más de cincuenta años, de lo contrario, El Estado estaría condenado a 
reparar a las víctimas perpetuamente. Resulta pertinente considerar que la teoría de reparación 
transformación es excepcionalmente aplicable a ciertos casos, principalmente aquellos en donde 
se pueda comprobar que impera la desigualdad.  
 
En relación con el rol de la víctima en los asuntos contenciosos develados ante la Corte 
Interamericana, el tema también presenta serias incompatibilidades, relacionadas 
específicamente con la igualdad de los sujetos en el proceso. La representación directa de la 
víctima en el proceso representa un avance significativo en el reconocimiento de su condición en 
el marco del Sistema interamericano de Derechos Humanos; no obstante, es importante que se le 
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confieran más derechos y garantías procesales para que exista un verdadero equilibrio de las 
partes. A este punto, las víctimas gozan de protección y de acceso efectivo a la justicia 
internacional de los derechos humanos, pero sus garantías se ven cercenadas por la ausencia de 
otros aspectos que guardan especial relevancia en el proceso, como es que las partes deban gozar 
de igualdad material. Se evidencia que justamente la desigualdad se origina porque 
subjetivamente una parte tiene más ventajas que otra, bajo esta perspectiva, las víctimas—como 
parte débil del proceso—deben reunir esfuerzos enormes por demostrar que las violaciones son 
reales y que, en efecto, el Estado demandado es responsable directa o indirectamente de estas.  
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